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El informe insiste en que se debe redefinir las políticas que garanticen los derechos de las poblaciones m6I Yrdnerables. (Foto

confines üustrativos) políticas públicas al enfoque

policial y de seguridad que

cumplan con los derechos eco-

nómicos, sociales y culturales

de todas las minorías, princi-

palmente de los niños y ado-

lescentes.

Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos (OACDH).

Según Pinheiro, la región
de América Latina y el Caribe
aún no ha superado el legado
autoritario en las políticas de
seguridad ciudadana, lo que ha
llevado a sus estados a realizar
improvisaciones mediáticas en
esta materia. Normalmente, en
los Estados no hay políticas
públicas de seguridad, sino que
se responde con pequeñas re-
formas a casos que generan
impacto.

El comisionado indicó que
la situación es catastrófica y
que en América Central los
niños y las niñas pagan la in-
competencia de los gobiernos
contra el crimen organizado.

"Hay que implementar al-
ternativas que promuevan el
desarrollo de la población ado-
lescente y joven y que con-
tribuyan a la prevención, así
como métodos eficientes para
conseguir la reinserción social
de quienes han infringido la
ley", enfatizó el experto.
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